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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de julio del año 2013 dos mil trece. . . .
V I S T O S para dictar sentencia definitiva, los autos del proceso administrativo identificado con el número 300/2013-JN, promovido por el ciudadano ****, con el carácter de Apoderado general para pleitos y cobranzas de la persona moral denominada ****; y, . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El presente proceso fue promovido oportunamente, toda vez que la demanda fue presentada dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a aquél en que la parte actora se ostenta notificada del acto impugnado, lo que refiere fue el día 3 tres de abril del presente año 2013 dos mil trece, sin que de las constancias del presente expediente se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia del acto impugnado en la presente causa administrativa, consistente en el Documento determinante de crédito contenido en el oficio número TML/DGI/1897/2013, de fecha 11 once de marzo del año 2013 dos mil trece, se encuentra debidamente documentada con el propio oficio señalado; el que se advierte la determinación de un crédito fiscal a la persona moral actora, por la cantidad de $703,163.28 (Setecientos tres mil ciento sesenta y tres pesos 28/100 Moneda Nacional); respecto del inmueble ubicado en “Camino Real a México, sin número, Colonia Los López”, de esta ciudad de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Documento que obra en original en el secreto de este juzgado (visible, en copia certificada, a fojas 38 treinta y ocho a 40 cuarenta); y que, admitido como prueba a la parte actora, merece pleno valor probatorio, conforme a lo dispuesto en los artículos 78, 81, 117, 121 y 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; toda vez que se trata de un documento público emitido por un servidor público en el ejercicio de sus atribuciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Por ser de Orden Público y, por ende de examen de oficio, ya que constituye un presupuesto procesal, este Juzgador procede a analizar la personalidad con la que concurre el actor en el presente proceso. . . . . . . . . . . . . .
El ciudadano ****, promovió el presente proceso administrativo, con el carácter de Apoderado General para Pleitos y cobranzas y para actos de administración de la persona moral denominada ****, lo que acredita con el primer Testimonio de la Escritura Pública número 42,165 cuarenta y dos mil ciento sesenta y cinco, de fecha 4 cuatro de abril del año 2013 dos mil trece; tirada ante la fe del Licenciado Bulmaro Rodolfo Vieyra Anaya, titular de la Notaría Pública número 94 noventa y cuatro, en legal ejercicio en este Municipio de León, Guanajuato; en la cual se hizo constar que ****, a través de los ciudadanos Juana Luz Marcela Loza Ramírez y José Gerardo Andrade Velázquez, en su carácter de Presidente y Tesorero, respectivamente, del Consejo de Administración de la señalada sociedad mercantil, otorgaron al ciudadano ****, un Poder General para pleitos y cobranzas y para actos de administración; con todas las facultades generales y especiales que conforme a la Ley requieran cláusula especial, de conformidad con lo establecido en la Cláusula Primera, Segunda inclusive, de la referida Escritura . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Primer testimonio de la escritura que, certificada por el Licenciado Alfonso Gutiérrez Pontón, Notario Público número 25 veinticinco, de este Partido Judicial de León, Guanajuato, (visible en autos a fojas 15 quince a 19 diecinueve), de acuerdo al artículo 123 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, hace fe de la existencia de la Escritura original, por lo que merece pleno valor probatorio al tratarse de un documento público de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; documental que resulta suficiente para acreditar que el ciudadano ****, tiene plenas facultades para comparecer y actuar en el presente proceso en representación y a nombre de ****. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Por ser su examen preferente y de orden público, se analiza en principio si, en la especie, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de  Guanajuato, ya que de actualizarse alguna, podría imposibilitar el pronunciamiento por parte de este órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia planteada. . . . . . . . . . . . . .

Así pues, para quien resuelve, en el presente asunto se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en la fracción IV del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa en vigor en el Estado, de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En la fracción IV del artículo 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa antes citado, se establece que procede el sobreseimiento del proceso administrativo cuando la autoridad municipal haya satisfecho la pretensión de la parte actora; lo que puede darse, ya sea modificando o revocando el acto impugnado; decisión, ésta última, que acarrea también como consecuencia, la cesación de los efectos del mismo, quedando el proceso totalmente sin materia antes de que se dicte la sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, el proceso administrativo tiene por objeto resolver una controversia que surja entre un gobernado y una autoridad de carácter municipal mediante una resolución que emita un órgano imparcial e independiente, dotado de autonomía para dictar sus fallos, como lo son los Juzgados Administrativos Municipales, según lo establece el artículo 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, y que resulta vinculativa para las partes. El presupuesto indispensable del proceso administrativo está constituido por la existencia y subsistencia de un litigio entre partes, que en la definición del doctrinista Carnelutti es "el conflicto de intereses calificado por la 
Expediente número 300/2013-JN

pretensión de uno de los interesados y la resistencia del otro", toda vez que esta oposición de intereses es lo que constituye la materia del proceso. . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, cuando cesa, desaparece o se extingue el litigio, porque ha dejado de existir la pretensión o la resistencia contra esa pretensión; el proceso queda sin materia y, por tanto, ya no tiene objeto alguno continuar con su tramitación, ni con la preparación de la sentencia y su dictado, pues lo que procede es darlo por concluido, mediante una resolución de sobreseimiento. . . .

Es el caso que en este proceso, la parte actora impugnó, con la pretensión de que se declare nulo, el Documento determinante de crédito contenido en el oficio número TML/DGI/1897/2013, de fecha 11 once de marzo del año 2013 dos mil trece, que contiene la determinación de un crédito fiscal a cargo de la poderdante del actor, por la cantidad de $703,163.28 (Setecientos tres mil ciento sesenta y tres pesos 28/100 Moneda Nacional); respecto del inmueble ubicado en “Camino Real a México, sin número, Colonia Los López”, de esta ciudad de León, Guanajuato, con la cuenta predial número 04-M-000739-001 (cero-cuatro guion M guion cero-cero-cero-siete-tres-nueve guion cero-cero-uno); al estimar ilegal esa liquidación, por no fundar la autoridad su competencia para emitir créditos fiscales, que no se encuentra debidamente fundada y motivada y que aplicó indebidamente la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2013 dos mil trece . . . . . . . . . . .
En esta virtud, si el punto fundamental de la pretensión de la parte actora estriba en que se dicte la nulidad del acto impugnado; que no es otra cosa que la nada jurídica, lo que se traduce en la ineficacia para producir sus efectos; luego entonces, el Tesorero Municipal, mediante el acuerdo de fecha 14 catorce de junio del presente año, (localizable en el expediente en original a foja 85 ochenta y cinco), dejó sin efectos el documento determinante del crédito impugnado, de fecha 11 once de marzo del 2013 dos mil trece; así como también el requerimiento de pago emitido el día 26 veintiséis de abril de este año; que no es otra cosa que la extinción legal de tales actos; se satisface plenamente la pretensión de la parte actora, lo que trae como consecuencia que ya no exista materia sobre la cual deba resolverse, al configurarse la causal de sobreseimiento, prevista en la fracción IV, del artículo 262, del Código de Procedimiento y Justicia  Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Lo anterior concuerda plenamente con el criterio sostenido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 34 treinta y cuatro, de la publicación que contiene los “Criterios 2000-2008” de dicho Tribunal, el cual señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“SOBRESEIMIENTO DEL JUICIO POR REVOCACIÓN DEL ACTO IMPUGNADO.-  La causal de sobreseimiento prevista en la fracción V del artículo 58 de la vigente Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, es procedente con el solo hecho de que las autoridades demandadas aporten, a la Sala del conocimiento, el documento en que conste la revocación del acto que se le imputa, pues con ello se colma la exigencia que señala el último párrafo del artículo 76 de la Ley de la Materia, siempre y cuando de las constancias que integren el expediente, y, primordialmente, de la demanda, no se desprenda una pretensión no satisfecha y suficientemente acreditada por la parte actora.”(Resolución de fecha 9 de mayo del 2001; Toca 34/01; Recurso de Reclamación promovido por la C. Lic. Anabel Pulido López). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . .  . . . . . . .

Es por todo lo antes razonado que, con fundamento en el artículo 262, fracciones II y IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede sobreseer el presente proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

No sobra manifestar que las tasas por las que se determina y liquida el impuesto predial, se establecen en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año correspondiente, tal y como lo establece el artículo 164, primer párrafo, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato. Ley de Ingresos que es decretada por la Legislatura Constitucional del Estado Libre y Soberano de Guanajuato; por lo que ni la Tesorería Municipal ni la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, pueden, de mutuo propio, modificar la tasa a aplicar por tal concepto; de tal manera que la autoridad competente para determinar el impuesto predial correspondiente, deberá tomar en cuenta la tasa que corresponda conforme a la fecha en la que se determinó o modificó el valor del inmueble de que se trate; todo ello de conformidad a lo señalado en el artículo 5, en su fracción e inciso correspondiente, de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal del año 2013 dos mil trece. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por último, respecto de que las demandadas se abstengan de determinar, liquidar o hacer efectivo el cobro de diferencias al impuesto predial; debe decirse que con motivo de la revocación del documento determinante del crédito impugnado, que formuló la propia autoridad demandada, -Tesorero Municipal-, al dejarlo sin efectos mediante el acuerdo de fecha 14 catorce de junio del año 2013 dos mil trece; tal cobro de diferencias contenido en el mismo, ha quedado también sin efecto alguno, con lo que también en ese aspecto se satisfizo la pretensión de la parte actora; sin embargo, en cuanto a hacer una declaración anticipada de condena a la abstención de cobrar diferencias, ello rebasa las facultades de este Juzgador; puesto que la nulidad como acción principal, y la condena como accesoria de la misma, deben basarse en actos concretos y específicos sometidos al escrutinio del resolutor, y siempre mediando -en base al principio de la decisión previa de la autoridad administrativa competente-, un acto administrativo previamente dictado; de ahí que no pueda pronunciarse este Juzgador al respecto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
No siendo óbice manifestar que la pretensión de condena a las autoridades demandadas, siempre debe dictarse de manera accesoria a la de nulidad; lo que no ocurre en el presente proceso; al respecto resulta aplicable el 
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siguiente criterio emitido por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación titulada “Criterios 2000-2008”, editado por el propio Tribunal, el que en su página 111 señala: . . . . . . . . . 
“ACCIONES PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y III DEL ARTÍCULO 56 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE GUANAJUATO. NATURALEZA ACCESORIA DE LAS.-  De las tres acciones precisadas en el artículo 56 de la Ley de Justicia Administrativa de Guanajuato, la correspondiente a la fracción I resulta ser principal respecto a las de reconocimiento del derecho e indemnización de daños y perjuicios contemplados en las restantes fracciones.  Ello es así, porque para hacer procedentes las accesorias o secundarias (fracciones II y III del numeral en cuestión) se requiere inexorablemente la declaratoria de nulidad de un acto o resolución. Ahora bien, habiendo prosperado ésta, puede conllevar ello al reconocimiento de un derecho amparado en una norma jurídica y la adopción de medidas para su pleno restablecimiento e incluso la indemnización por daños y perjuicios causados por el acto demandado que fue declarado nulo;  de tal suerte que de reconocerse la validez del acto reclamado, por encontrarse apegado a derecho, es incuestionable que las restantes acciones perderían su razón de ser.(Toca 55/03. Recurso de reclamación promovido por Ricardo Sánchez Acevedo e Isidro Sánchez Rangel. Resolución de fecha 13 de agosto de 2003). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.-En virtud de que se actualiza una causal que trae como consecuencia el que se sobresea el presente proceso administrativo; no se realiza el estudio de los conceptos de impugnación expresados por la parte actora, ni de las pretensiones; pues el sobreseimiento del proceso, impide conocer respecto del fondo del asunto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción VI; 262, fracciones II y IV; 287, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . .   

SEGUNDO.- Se sobresee el presente proceso, atento a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Quinto de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . .  
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

